
Los informes intermedios y el revisor fiscal 
 
Por Daniel Sarmiento P. 
Socio Director Audit and Consulting Services SAS-SMS Colombia 
Expresidente JCC y exconsejero CTCP 

 
A raíz de la propuesta de enmienda al Decreto Único 2420 de 2015, hecha por el CTCP, se revivió una 

polémica que se suponía superada: a qué se obliga un revisor fiscal cuando emite un informe intermedio 

sobre estados financieros. 
 

Algunos consideran que debe ser un dictamen igual al de los estados financieros de fin de ejercicio, 
porque el artículo 207 del Código de Comercio establece en el numeral 7:  

 

“7) Autorizar con su firma cualquier balance que se haga, con su dictamen o informe correspondiente.” 
 

De este numeral se desprenden dos inquietudes: ¿qué significa “autorizar cualquier balance que se 
haga”? y, ¿qué tipo de “dictamen o informe correspondiente” se debe emitir? 

 
La autorización de balances 

 

En cuanto a lo primero, no se ha indicado por vía reglamentaria o por jurisprudencia, qué significa esa 
expresión. Parecería ser que, si la entidad prepara un balance en cualquier momento, así sea de prueba, 

el revisor fiscal tendría que “autorizarlo”. 
 

Ya en distintas ocasiones nos hemos referido a este término, que, en nuestro parecer, se origina en el 

modelo de control de fiscalización que hace parte de la esencia de la revisoría fiscal. De hecho, el término 
aparece en el artículo 6.g de la Ley 73 de 1935, primer estatuto de revisoría fiscal. La palabra “autorizar” 

parecería ir en línea con el control previo e implica poder de veto. En otras palabras, el revisor fiscal 
podría impedir que los estados financieros se emitieran, si no está de acuerdo con ellos. Esto, por 

supuesto, sería una clara contradicción con el enfoque de aseguramiento, que exige una total 

independencia a quien emita una opinión sobre información financiera. También iría en contravía de lo 
dispuesto en la Ley 43 de 1990, donde el revisor fiscal está obligado a tener independencia. En efecto, el 

artículo 37.2 de la ley citada, establece:  
 

“37.2 Objetividad. La objetividad representa ante todo imparcialidad y actuación sin prejuicios en todos 
los asuntos que correspondan al campo de acción profesional del Contador Público. Lo anterior es 

especialmente importante cuando se trata de certificar, dictaminar u opinar sobre los estados 

financieros de cualquier entidad. Esta cualidad va unida generalmente a los principios de integridad e 
independencia y suele comentarse conjuntamente con esto.” 

 
La redacción de este artículo da para otro análisis, porque no se pueden poner en la misma canasta la 

certificación, el dictamen y la opinión, pero ese es asunto de otra discusión. Lo que importa en este 

análisis, es que él coincide con otros artículos que se refieren a la independencia en relación con la 
revisoría fiscal, como el 50 de la misma ley, y que no es posible ser independiente cuando a la vez se 

tiene una facultad de interferir en la marcha de una acción, como es la de presentar estados financieros. 
 

Siendo consecuentes con lo anterior, debe entenderse que la “autorización” no es otra cosa que la firma 
de los estados financieros y el dictamen correspondiente, si bien es cierto, somos de la posición de que 

esto requeriría una reglamentación del polémico artículo 207 del Código de Comercio, porque es, a 

nuestro modo de ver, la génesis de muchos inconvenientes legales en el ejercicio de la revisoría fiscal. 
Aclarado esto, tratemos de dilucidar qué será “cualquier balance que se haga”. 

 



Nuestro entender parte de la determinación del objetivo del informe del revisor fiscal sobre estados 

financieros. Encontramos entonces que el artículo 208 del Código de Comercio, establece la 
obligatoriedad de la emisión de la opinión. En consonancia con esta disposición y diríamos que, como 

corolario, el artículo 38 de la Ley 222 de 1995, explica que los estados financieros dictaminados son los 
que incluyen, además de la firma del representante legal de la entidad y del contador, la del revisor 

fiscal, junto con su opinión.  

 
Podría entonces concluirse que la función establecida en el numeral 7 del artículo 207 del Código de 

Comercio, debe entenderse en el sentido de emitir una opinión sobre estados financieros. La siguiente 
pregunta sería: ¿cuáles estados financieros son los que requieren esa opinión? La respuesta no está en 

las normas citadas, porque hace parte de las normas de aseguramiento de la información.  
 

Los estados financieros solo contienen una opinión, cuando el asegurador, en este caso el revisor fiscal, 

ha aplicado las normas internacionales de auditoría (NIA) o las normas de auditoría de general 
aceptación (NAGA), según el tipo de entidad objeto de evaluación y de acuerdo con lo establecido en el 

Decreto 2420 de 2015. Esto, salvo casos muy especiales, como una transformación social, una 
intervención administrativa del Estado u otro evento significativo que así lo amerite, solo ocurre con los 

estados financieros de cierre de ejercicio, que son los que se presentan a la asamblea de accionistas o al 

máximo órgano social de la entidad. Y es natural que sea así, porque una opinión sobre estados 
financieros busca ofrecer confianza pública sobre la información, lo que significa que se trata de estados 

financieros de propósito general. 
 

Por otro lado, no parece lógico que cada vez que se prepare un balance tenga que ir con un informe del 
revisor fiscal. Lo que parece decir la norma, es que, si no lo lleva, pues el balance no se supone de 

interés general. Entonces no necesariamente un balance preparado para fines internos requiere que lleve 

un informe, porque se trata de un reporte para uso de la misma entidad. 
 

En este orden de ideas, no nos parece ni eficiente ni costeable, que el revisor fiscal tenga que andar 
firmando estados financieros a diestra y siniestra, cuando en muchos casos no es necesario. Por esta 

razón, es que somos de la opinión de que, en la carta de encargo, la emisión de informes intermedios se 

estipule, porque no hacerlo implica no presupuestar el tiempo que requerirán esas revisiones en 
desmedro de la calidad del trabajo, si los honorarios no permiten cubrir el costo de la revisión. 

 
Dictamen o informe 

 

El segundo punto es cuál es el tipo de informe que se debe generar, si se trata de estados financieros 
intermedios. ¿Es lo mismo un dictamen que un informe? Pensaríamos que no, porque el dictamen es la 

expresión de un juicio y el informe es una descripción o una exposición de una situación. Es decir, el 
dictamen se expresa en un informe, pero no todo informe contiene un dictamen. Por otro lado, el término 

dictamen parecería involucrar una opinión1, por lo cual no sería lo más exacto referirse a él, tratándose 
de estados financieros intermedios. Sería más apropiado hablar del informe del revisor fiscal en estos 

casos. 

 
Teniendo presente que emitir una opinión sobre estados financieros intermedios implica la aplicación total 

de las normas de auditoría pertinentes, sería claro que hacerlo sería prohibitivo, porque sería como si se 
estuviera haciendo una auditoría de cierre. 

 

Es en este punto donde aparecen las Normas Internacionales de Encargos de Revisión (NIER). Estas 
normas, obligatorias en Colombia desde la aparición del Decreto 302 de 2015, compilado en el varias 

veces mencionado Decreto 2420 del mismo año, hacen parte de las normas de aseguramiento. 

                                                           

1
 El DLE define dictamen como “Opinión y juicio que se forma o emite sobre algo.” 



Solamente que no corresponden a un nivel alto de aseguramiento, que es el llamado aseguramiento 

razonable, y que implica una conclusión en términos positivos (no confundir con opinión no modificada o 
sin salvedades), es decir, una opinión. Al contrario, se trata de un aseguramiento de nivel moderado o 

limitado, que produce una conclusión de tipo negativo, es decir, no implica la emisión de una opinión.  

La NIER aplicable en estos casos es la 2410, “Revisión de información financiera intermedia realizada por 

el auditor independiente de la entidad”. Esta norma, como su nombre lo indica, es aplicable solo a 

quienes emiten la opinión sobre los estados financieros del periodo. Es decir, si una entidad contrata un 
contador público para que efectúe una revisión de estados financieros intermedios y no es el revisor fiscal 

de ella, no puede utilizar esta NIER sino la 2400. 
 

En estas circunstancias, se entiende que quien opina sobre los estados financieros tiene un plan y una 
estrategia de auditoría para el periodo, y que, como parte de ellos, puede efectuar una revisión de la 

información financiera intermedia con mayor facilidad que quien no es el revisor fiscal. Esto, además, 

resulta mucho más eficiente y aplicable que efectuar una auditoría completa, porque la revisión se basa 
en procedimientos analíticos que son de tipo general, pero que, por ser limitados, no permiten expresar 

una opinión, sino una conclusión del tipo “no ha llegado a mi conocimiento alguna situación que implique 
que los estados financieros no son razonables…” y que por eso se llama conclusión de tipo negativo. 

 

La cultura contable de los usuarios 
 

El problema sobre este asunto no es solo la confusión que puede haber en algunos revisores fiscales 
sobre la naturaleza y alcance de los informes intermedios, sino más extendidamente en los usuarios. 

Algunos no entienden el alcance de una simple firma de un revisor fiscal en los estados financieros. Al 
respecto, el artículo 10 de la Ley 43 de 1990, refiriéndose al efecto de la firma, estipula: 

 

“…Tratándose de balances, se presumirá además que los saldos se han tomado fielmente de los libros, 
que 

éstos se ajustan a las normas legales y que las cifras registradas en ellos reflejan en forma fidedigna la 
correspondiente situación financiera en la fecha del balance…” 

 

Si un revisor fiscal no estipula en un informe hasta dónde se compromete con el reflejo fidedigno de la 
“situación financiera”, se asume que el alcance es el de una auditoría.  

 
Se requiere una campaña de educación de los usuarios, empezando por algunos supervisores, para los 

que tampoco es claro este punto, en especial, con la entrada de los estándares internacionales para el 

desarrollo de la función del revisor fiscal. 
 

No se puede exigir que el revisor dé una opinión sobre intermedios, a menos que en efecto, haya 
efectuado una auditoría completa. Y esto solo tiene sentido, si la información financiera a su vez se ha 

preparado de acuerdo con la NIC 1 o la NIIF para las PYMES. Pero si los estados financieros no se 
presentan de acuerdo con la NIC 1 o con la NIIF para las PYMES, no puede pretenderse que el informe 

del revisor fiscal sea el de una auditoría y no el de una revisión. 

 
Aún estamos muy jóvenes en el país en materia de aplicación y comprensión de estándares 

internacionales de información financiera y aseguramiento, Pero tendremos que ir avanzando en esa 
dirección rápidamente, porque esos estándares ya son parte nuestra legislación. En ese camino, 

pensaríamos que la primera responsabilidad recae justamente en la profesión. 

 
 


